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RESUME�
Si bien en un primer momento las políticas europeas de conciliación se impulsaron desde un compromiso
claro con la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres, en la última década las políticas de conci-
liación se han desarrollado principalmente en el marco de la política europea de empleo, esto es, se han con-
siderado parte de una estrategia más amplia diseñada para promover el pleno empleo en la Unión Europea.
El objetivo de estas políticas se ha convertido así en la creación de una sociedad de “dos sustentadores”,
esto es, una sociedad de pleno empleo en la que tanto los varones como sus compañeras se dediquen al tra-
bajo remunerado. Dada la diversidad de países que conforman la Unión Europea, podemos presumir que
este objetivo político no representa lo mismo para todos, sino que exige un esfuerzo mayor para los regí-
menes de bienestar mediterráneos, caracterizados habitualmente por el subdesarrollo de sus políticas del
bienestar, por su familiarismo y por sus bajas tasas de empleo femenino. El presente artículo ofrece preci-
samente una descripción y una evaluación las políticas de conciliación de los regímenes de bienestar medi-
terráneos, concretamente de Italia y España, desde el punto de vista de su potencial desfamiliarizador. 
PALABRAS CLAVE: Políticas de conciliación de la vida laboral y familiar, regímenes de bienestar mediterrá-
neos, Estrategia Europea de Empleo, mercantilización,  desfamiliarización, servicios públicos de atención.

ABSTRACT
Although European reconciliation of work and family life policies were at the beginning driven by a clear
compromise with equal opportunities between men and women, in the last decade they have been mainly
developed as part of the European employment policy. The objetive of those policies has thus turn into the

1 Un borrador de este artículo fue presentado en la primavera de 2008 en el Seminario de Investigación que organizan los doc-
torandos del Departamento de Sociología I de la UCM. Agradezco los valiosos comentarios de los participantes, que me llevaron
a replantear y rescribir buena parte del artículo. También quisiera expresar mi agradecimiento a los  evaluadores anónimos de este
artículo, así como a Ramón Ramos, Jorge Sola, y Margarita León, por los comentarios y sugerencias que me hicieron llegar.
Manuela Naldini me acogió generosamente en el Departamento de Ciencias Sociales de la Universidad de Turín en el otoño de
2007. Fue esa estancia académica la que me permitió estudiar el caso italiano y la que motivó la idea de escribir este artículo. Más
tarde, Manuela Naldini leyó minuciosamente una versión previa del artículo, señalando algunas inexactitudes y problemas. Estoy
especialmente en deuda con ella. Huelga decir que todos ellos quedan exculpados del resultado final. 
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promotion of a “dual earner” society, that is, a full employment society in which both men and women
participate in paid employment. Given the diversity of countries which shape the European Union, this
political objetive must have different implications for every country. It obviously demands a greater
policy effort in the Mediterranean countries, whose welfare regimes have been characterized by the
backwardness of their welfare policies, by their familiarism and by their low female employment rates.
The aim of my article will be precisely to describe and assess the reconciliation of work and family life
policies implemented Italy and Spain during the last decade, taking into account their defamiliarizing
impact.
KEYWORDS: Reconciliation of work and family life policies, Mediterranean Welfare Regimes, European
Employment Strategy, commodification, defamiliarization, public care services.
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1. I�TRODUCCIÓ�

Hoy en día, la expresión “conciliar” apare-
ce frecuentemente en cualquier discusión
común sobre las responsabilidades laborales y
familiares. Sin embargo, el término procede
del campo de la legislación social europea,
desde donde se ha trasladado recientemente a
las legislaciones nacionales, a los estudios
académicos, a los medios de comunicación y a
la opinión pública. Pese a ser una expresión de
nuevo cuño, la “conciliación de la vida laboral
y familiar” hace referencia a dos viejos pro-
blemas que se solapan: por un lado, la separa-
ción tajante entre la esfera del trabajo remune-
rado y la esfera de la vida doméstica; por otro,
la división sexual del trabajo, que asigna a los
varones la responsabilidad del trabajo remune-
rado y a las mujeres, la responsabilidad del
trabajo doméstico y de cuidados. De hecho, el
trabajo remunerado y la vida doméstica han
podido pensarse y mantenerse en el imagina-
rio colectivo de nuestras sociedades industria-
les como áreas completamente separadas de
experiencia, de necesidades, de valores y de
tiempo, porque eran sujetos diferentes los que
se dedicaban a uno y a otra: los hombres al tra-
bajo remunerado, las mujeres a la vida domés-
tica. O dicho de otro modo, “la división del
trabajo remunerado y no remunerado en base
al género ha sido el gran mecanismo de conci-
liación de las sociedades industriales demo-
cráticas, tanto a nivel micro –de los individuos
y las familias–, como a nivel macro” (Sarace-
no, 2006: 31). 

Sin embargo, la tradicional división sexual
del trabajo se ha resquebrajado en los últimos
treinta años: las mujeres se han incorporado de
forma masiva al mercado de trabajo, el modelo
de familia male breadwinner (Lewis, 1992),
compuesto por un varón sustentador y una
mujer-madre-ama de casa ha dejado de ser la
norma, han surgido formas familiares plurales
–de dos sustentadores, monoparentales, recom-
puestas, unipersonales, etc. Los problemas de
conciliación de la vida laboral y familiar a los
que se enfrentan actualmente hombres y muje-
res individuales no son sino el resultado del
debilitamiento de ese gran mecanismo de conci-
liación que se basaba en una estricta división

sexual de los trabajos, espacios y tiempos. Las
mujeres han accedido al mercado de trabajo y
con ellas se han hecho visibles las experiencias,
necesidades y tiempos sociales que antes queda-
ban ocultos entre los muros del hogar y que
ahora se enfrentan en el espacio público con los
imperativos y tiempos de unos mercados de tra-
bajo masculinizados. La división sexual del tra-
bajo se ha debilitado, pero continúa operando en
la medida en que la incorporación de las muje-
res al tiempo de trabajo remunerado no ha ido
acompañada de una incorporación similar de los
varones al tiempo de cuidados, por lo que éste
parece seguir siendo competencia primordial de
las mujeres. De ahí que la dificultad de compa-
ginar el tiempo de trabajo remunerado con el
tiempo doméstico y de cuidados sea vivido
como un trance especialmente por las mujeres
trabajadoras.

Las políticas europeas de conciliación de la
vida familiar y laboral han partido del recono-
cimiento de esta problemática y han forzado a
los países miembros a desarrollar programas
sociales que refuercen el vínculo de las muje-
res con el mercado de trabajo y que favorezcan
también el compromiso de los hombres con el
tiempo de cuidados. Si bien en un primer
momento las políticas europeas de conciliación
se impulsaron desde un compromiso claro con
la igualdad de oportunidades entre hombres y
mujeres, en la última década las políticas de
conciliación se han desarrollado principalmen-
te en el marco de la política europea de
empleo, esto es, se han considerado parte de
una estrategia más amplia diseñada para pro-
mover el pleno empleo en la Unión Europea.
El objetivo de las políticas de conciliación se
ha convertido, por tanto, en la creación de una
sociedad de “dos sustentadores”, esto es, una
sociedad de pleno empleo en la que tanto los
varones como sus compañeras se dediquen al
trabajo remunerado (Stratigaki, 2004; Larsen,
Taylor-Gooby, Kananen, 2004). Dada la diver-
sidad de países que conforman la Unión Euro-
pea, podemos presumir que este objetivo polí-
tico no representa lo mismo para todos, sino
que exige un esfuerzo mayor para los regíme-
nes de bienestar mediterráneos -España, Italia,
Portugal y Grecia-, caracterizados habitual-
mente por el subdesarrollo de sus políticas de
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bienestar, por su familiarismo y por sus bajas
tasas de empleo femenino2.

El objetivo del presente artículo es evaluar las
políticas de conciliación de los regímenes de bien-
estar mediterráneos, concretamente de Italia y
España, desde el punto de vista de su potencial
desfamiliarizador, esto es, de su capacidad para
reducir la dependencia individual de los lazos
familiares y conyugales (Esping-Andersen, 2000).
Para ello, he organizado el artículo en dos grandes
apartados. En el primero, presento la tipología de
regímenes de bienestar propuesta por Esping-
Andersen, describo las peculiaridades de los regí-
menes de bienestar mediterráneos y expongo los
motivos por los que las políticas de conciliación
suponen un reto mayor para éstos. En el segundo
apartado, sostengo que las políticas de concilia-
ción no son per se políticas desfamiliarizadoras y
defiendo la utilidad del criterio de la desfamiliari-
zación para evaluarlas. Partiendo de esta premisa
metodológica, expongo, en primer lugar, el marco
europeo de las políticas de conciliación; en segun-
do lugar, describo las diversas medidas adoptadas
hasta el momento en Italia y España3; y, por últi-
mo, ofrezco una valoración tentativa del alcance y
los efectos desfamiliarizadores de tales medidas y
planteo una interpretación del impacto exiguo que
están teniendo en los países señalados. 

2. GÉ�EROS DE REGÍME�ES 
DE BIE�ESTAR

Desde que Richard Titmuss presentara su
ahora clásica tipología de Estados del Bienestar4

(Titmuss, 1981), los estudiosos del bienestar se
han empeñado en construir tipologías similares o
alternativas (Jones, 1985; Therborn, 1989;
Esping-Andersen, 1993; Castles, 1993). Sin
duda la más aceptada y utilizada es la formulada
por Gøsta Esping-Andersen. A lo largo de su
obra, este sociólogo danés se ha distanciado del
estatalismo propio de la tradición clásica de aná-
lisis del bienestar y ha desarrollado una perspec-
tiva compleja y relacional del bienestar, deudora
de la crítica feminista a aquella tradición de estu-
dio. En Los tres mundos del Estado del Bienes-
tar, publicado en 1990, Esping-Andersen propu-
so un viraje en el foco de análisis propio de los
estudios del bienestar: el estudio del bienestar
debía desbordar el mero Estado del Bienestar y
ocuparse de los “regímenes del bienestar”,
noción con la que se refería a “los ordenamien-
tos cualitativamente diferentes entre Estado,
mercado y familia” (Esping-Andersen, 1993: 47)
en la provisión del bienestar. Partiendo de este
planteamiento metodológico, Esping-Andersen
diferenciaba tres tipos ideales de regímenes de
bienestar: el régimen liberal, el conservador o
corporativista y el socialdemócrata. Cada uno de
estos regímenes se caracterizaba por una deter-
minada interacción entre el sector público, el
mercado y las familias, por fomentar un deter-
minado tipo de estratificación social y por una
concepción establecida de los derechos sociales
de ciudadanía. No obstante, entre estas tres
características, el teórico danés subrayaba que
“la ciudadanía social constituye la idea central
de un Estado del Bienestar” (Esping-Andersen,
1993: 41). Para Esping-Andersen, los derechos
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2 Portugal constituye un caso excepcional en este sentido, pues mantiene unas tasas de empleo femenino relativamente altas.
En 1996, cuando la tasa de empleo femenina se situaba en España en el 33,1% y en Italia en el 36%, en Portugal esa tasa alcan-
zaba el 54,9%.

3 La acotación de este estudio a los casos italiano y español ha respondido a varios motivos. En primer lugar, Italia y España
son los regímenes mediterráneos más próximos en cuanto a sus características socioeconómicas y culturales y sus comporta-
mientos reproductivos y familiares (De Rose, Racioppi, Zanatta, 2008), por lo que la comparación de sus políticas de concilia-
ción resulta viable y, a la vez, las diferencias en los enfoques, ritmos y desarrollos de estas políticas pueden darnos pistas sobre
la influencia de variables de tipo más coyuntural, como la movilización política -y esta influencia es la que abordaré en un traba-
jo posterior, como señalo en las conclusiones de este artículo. En segundo lugar, y como he señalado en la nota 1, existe una razón
más prosaica para esta selección: mi investigación doctoral me llevó a la Universidad de Turín, por lo que he podido estudiar las
políticas de conciliación italianas a fondo, mientras que mi conocimiento de las políticas de conciliación del resto de regímenes
mediterráneos -Grecia y Portugal- es más limitado. Una comparación más amplia, que incluyera a todos los países del Sur, e inclu-
so los contrastara con países del centro y norte de Europa sería muy interesante e ilustrativa; no obstante, creo que esa tarea des-
bordaría los límites de un artículo. 

4 Tipología que clasifica a los Estados del Bienestar en Estados del Bienestar residuales, institucionales y “remunerativos” o
de “rendimiento industrial” (Titmuss, 1981: 27-30).



sociales de ciudadanía implicaban una “desmer-
cantilización” de la fuerza de trabajo, de ahí pre-
cisamente su elección de la “desmercantiliza-
ción” como criterio clave para evaluar los
distintos regímenes de bienestar. La “desmercan-
tilización” mediría, pues, el grado en que los
Estados del Bienestar promueven derechos
sociales que permiten a los trabajadores “mante-
ner un nivel de vida socialmente aceptable inde-
pendientemente de su participación en el merca-
do” (Esping-Andersen, 1993: 60). 

Pese a su insistencia metodológica en el tri-
nomio Estado-mercado-familia, el estudio empí-
rico que presentaba Esping-Andersen se concen-
traba en la relación entre Estado y mercado de
trabajo, encarnada en el criterio de la desmer-
cantilización; no en vano los indicadores elegi-
dos para clasificar cada régimen eran el nivel de
gasto público y privado en pensiones, el gasto en
programas de comprobación de recursos y el cre-
cimiento del empleo público. La contribución de
la familia, y de las mujeres particularmente, en la
provisión de bienestar pasaba en realidad desa-
percibida, como pasaban también inadvertidas
las jerarquías de género que promovía uno u otro
régimen y el sesgo masculino del criterio de la
desmercantilización. Éstas fueron las principales
críticas que algunas estudiosas feministas diri-
gieron a la obra del sociólogo danés (Orloff,
1993; O’Connor, 1993, Daly, 1994) y que éste ha
asumido en sus trabajos posteriores. 

Efectivamente, en sus Fundamentos sociales
de las economías postindustriales, publicado en
1999, Esping-Andersen reformula su marco teó-
rico y presenta un estudio empírico más amplio
que coloca a la economía familiar en el punto de
mira. Fundamentalmente, el sociólogo danés
admite el sesgo masculino del criterio de la des-
mercantilización, concepto que presuponía la
participación en el mercado de trabajo a tiempo
completo y a lo largo de la mayor parte de la
vida. Esta participación ha sido propia de la
experiencia vital de los varones, reconoce
Esping-Andersen, pero en absoluto de la mayo-
ría de las mujeres. De hecho, si para los varones
la desmercantilización del trabajo supone cierta
independencia y autonomía, para muchas muje-
res el paso del trabajo no remunerado en el
hogar al trabajo asalariado, es decir, la mercan-
tilización, tiene efectos emancipatorios. Por
ello, “el concepto de desmercantilización resul-

ta inoperante para las mujeres a menos que los
Estados del Bienestar, para empezar, les ayuden
primero a mercantilizarse” (Esping-Andersen,
2000: 64). Partiendo de estas observaciones,
Esping-Andersen propone introducir un nuevo
criterio, complementario al de la desmercantili-
zación, para la comparación y evaluación de los
regímenes de bienestar: la “desfamiliarización”.
Esta noción hace referencia al grado en que la
política social o los mercados “reducen la
dependencia individual de la familia” y “maxi-
mizan la disponibilidad de los recursos econó-
micos por parte del individuo independiente-
mente de las reciprocidades familiares o
conyugales” (2000: 66). Sin embargo, la desfa-
miliarización a través de los mercados, advierte
el sociólogo danés, crea inevitablemente desi-
gualdades entre las familias, en otras palabras,
la desfamiliarización a través de los mercados
excluye a las familias con bajos ingresos, sólo
está a disposición de las familias con rentas
medias y altas. Por ello, la desfamiliarización
dependerá básicamente de la asunción por parte
de los Estados del trabajo de cuidados. De ahí
que Esping-Andersen mida efectivamente el
grado de desfamiliarización a través de cuatro
tipo de indicadores que se refieren al papel pri-
mordial del Estado: el gasto público en servicios
familiares como porcentaje del PIB, las subven-
ciones y deducciones de impuestos a las fami-
lias con hijos, la cobertura de los servicios
públicos de educación infantil de 0 a 3 años y la
cobertura de asistencia domiciliaria a los ancia-
nos (Esping-Andersen, 2000: 86). Con respecto
a estos indicadores, los regímenes de bienestar
se agrupan, subraya Esping-Andersen, siguien-
do una pauta similar a la que mostraban con res-
pecto a los indicadores de desmercantilización,
es decir, los resultados de este nuevo análisis de
los diversos regímenes de bienestar a la luz de
su potencial desfamiliarizador parecen confir-
mar la vigencia de la tipología tripartita que
construyera el autor en Los tres mundos del
Estado del Bienestar. 

En suma, podríamos decir que en la actuali-
dad el teórico danés clasifica a los diversos paí-
ses en un régimen de bienestar u otro, depen-
diendo de la posición que estos ocupan, por un
lado, en el continuum de la desmercantilización
y, por otro, en el de la desfamiliarización. De
esta forma, en el extremo más mercantilizador y
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medianamente familiarista Esping-Andersen
ubicaría a los regímenes liberales, como Reino
Unido, EEUU, Canadá, Australia y Nueva
Zelanda. En estos países, el legado histórico de
un liberalismo individualista y de un familiaris-
mo institucionalizados ha jugado en contra de
cualquier pretensión universalista, el mercado
privado y las familias (o más bien, las mujeres)
se han erigido en los principales proveedores de
bienestar y la asistencia social estatal está dirigi-
da principalmente a aquellos que no son capaces
de “arreglárselas” en el sistema de bienestar pri-
vado y demuestran que no tienen medios de
vida. A pesar del calado de la ideología familia-
rista, en estos países la mayoría de las mujeres
desempeña un trabajo remunerado, si bien habi-
tualmente a tiempo parcial, lo que les permite
continuar desempeñando el rol principal en el
trabajo doméstico y de cuidados. Puesto que el
Estado del Bienestar se muestra reacio a ofrecer
ayudas para este trabajo familiar, las familias
deben arreglárselas por sí solas o externalizar
parte de aquél trabajo acudiendo al mercado.
Desafortunadamente, sólo las familias de clase
media y alta pueden permitirse costear el precio
de los servicios privados de cuidados, lo que
genera una estratificación familiar dual. En
suma, los regímenes liberales son incapaces de
garantizar que sus ciudadanos y ciudadanas pue-
dan mantener un nivel de vida aceptable inde-
pendientemente de su participación en el merca-
do o independientemente de sus lazos familiares.

En un lugar intermedio del continuum de la
desmercantilización y en el extremo más fami-
liarista, Esping-Andersen sitúa a los regímenes
conservadores, como Austria, Francia, Alema-
nia, Italia y España. En estos países, el legado de
una tradición fuertemente estatista, corporativis-
ta y religiosa, ha dado lugar a unos regímenes de
bienestar peculiares. Por un lado, debido a la
influencia histórica de la Iglesia, los regímenes
corporativistas han tendido a desincentivar el
trabajo remunerado de las mujeres, promoviendo
el mantenimiento del modelo de familia de varón
sustentador y de mujer ama de casa. De hecho,
estos regímenes son aquéllos en los que las ayu-
das estatales a la familia son más escasas y, para-
lelamente, los que presentan las tasas más bajas
de empleo femenino. Por otro lado, los regíme-
nes conservadores se caracterizan por un sistema
de servicios sociales casi inexistente, por un

mercado privado del bienestar marginal y, en
cambio, por un potente sistema de seguridad
social estatal, que garantiza generosos derechos
desmercantilizadores a los trabajadores, mayori-
tariamente varones cabeza de familia. Estos
derechos aparecen, además, fuertemente vincu-
lados al estatus laboral, lo que significa que exis-
te una marcada segregación ocupacional en
cuanto al tipo y alcance de los derechos y subsi-
dios, segregación que afecta especialmente a las
mujeres, dado que su estatus como trabajadoras
suele ser más precario. Luego, los regímenes de
bienestar corporativistas y familiaristas apenas
tienen efectos redistributivos, más bien estable-
cen un orden de estratificación que cultiva la
jerarquía y reproduce las desigualdades sociales
de clase, género y estatus. 

Por último, en el extremo más desmercantili-
zador y más desfamiliarizador de cada conti-
nuum, Esping-Andersen coloca a los regímenes
socialdemócratas, como Suecia, Noruega y
Dinamarca. Éstos son el producto de tres facto-
res: el legado histórico de un liberalismo indivi-
dualista; la coalición entre clases rurales y parti-
dos socialdemócratas y la unidad y fortaleza de
los sindicatos; y, por último, la potente campaña
de las organizaciones de mujeres durante los
sesenta. Esta combinación de fuerzas sociales
ha dado como resultado que los regímenes
socialdemócratas se caractericen por un merca-
do del bienestar casi inexistente y un extenso
sistema estatal de seguridad social, al que
suman una amplia gama de servicios sociales de
cuidados. De hecho, el desarrollo de un sistema
universal de servicios de educación infantil de 0
a 3 años y de servicios domiciliarios para ancia-
nos y personas con discapacidad, está en la base
de la enorme integración de las mujeres escan-
dinavas en el mercado de trabajo. Así pues, a
diferencia de lo que ocurre en los regímenes
conservadores, en los regímenes socialdemócra-
tas los derechos sociales no han dependido tanto
del estatus laboral como del estatus de ciudada-
nía, lo que ha favorecido una concepción más
amplia de ellos, como derechos desmercantili-
zadores y como derechos desfamiliarizadores.
Ésta es la razón por la que los regímenes social-
demócratas son los mejor valorados por Esping-
Andersen: no sólo garantizan la independencia
individual en relación al mercado, sino también
en relación al cónyuge o a la familia.
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2.1. LAS PECULIARIDADES DEL MODELO
DE BIENESTAR MEDITERRÁNEO 

Pese a la aceptación de la que disfruta, la
tipología de regímenes del bienestar de Esping-
Andersen ha sido ampliada por diversos autores
del sur de Europa (Ferrera, 1996; Moreno y
Sarasa, 1995; Moreno, 1997, 2000; Trifiletti,
1999; Naldini, 2006, 2007; Moreno, 2007).
Éstos han defendido la necesidad y pertinencia
de estudiar algunos de los países olvidados por
la literatura dominante del bienestar, que ha ten-
dido a investigar y teorizar en base a los casos
de los grandes estados-nación occidentales,
como Francia, Alemania, Reino Unido, Suecia o
Estados Unidos. Sin embargo, países como Por-
tugal, Grecia y, en menor medida, Italia y Espa-
ña han sido habitualmente desdeñados por aque-
lla literatura, quedando a lo sumo caracterizados
como regímenes conservadores rezagados y
especialmente familiaristas (Esping-Andersen,
1993, 2000). Frente a esa idea, estos autores han
defendido que los países del sur de Europa
–Portugal, Grecia, Italia y España– conforman
un modelo de bienestar con unos rasgos y una
lógica de desarrollo distintivos, un modelo dife-
rente al conservador continental. Por un lado,
Ferrera (1996) ha señalado que, más allá de la
fuerte influencia de la Iglesia y el marcado fami-
liarismo, estos países comparten ciertas caracte-
rísticas institucionales y políticas. En primer
lugar, unos programas de transferencia de rentas
caracterizados por picos o excesos de protec-
ción en ciertos casos (pensiones) y, en cambio,
grandes zonas de protección exigua o de total
desprotección (servicios a las familias). En
segundo lugar, un sistema sanitario universal, al
modo escandinavo o británico. En tercer lugar,
un aparato estatal débil, fragmentado y a merced
de redes de poder de tipo clientelar, redes que
persisten aún en la gestión y distribución de
muchos subsidios. En cuarto lugar, una presen-
cia fuerte del sector privado en muchos ámbitos
de provisión de servicios (servicios de cuida-
dos) y una mezcla peculiar entre sector público
y privado (sanidad). Por último, un protagonis-
mo excesivo de los partidos políticos, frente a
otros agentes de la sociedad civil, y una izquier-
da históricamente radical y fragmentada. Algu-
nos autores (Moreno, 1997, 2000; Naldini,
2006) han señalado otros dos rasgos institucio-

nales comunes a los regímenes mediterráneos:
la importancia de la economía sumergida y la
presencia de mercados duales de trabajo.

Por otro lado, Moreno (1997, 2000) ha subra-
yado los precedentes históricos y los rasgos cul-
turales comunes que comparten los países medi-
terráneos, completando así el cuadro del modelo
mediterráneo del bienestar esbozado por Ferrera.
Grecia, Italia, Portugal y España han experimen-
tado dictaduras fascistas, se han industrializado y
modernizado tardíamente y la impronta de la reli-
gión en sus instituciones y vida social es aún muy
marcada. Es más, estos países comparten también
un fuerte familiarismo que, sin embargo, no se
reduce al modelo de familia del varón sustenta-
dor. El familiarismo mediterráneo es de un tipo
especial, se funda sobre la solidaridad familiar y
parental (Saraceno, 1994; Alberdi, 1999; Naldini,
2006), esto es, funciona en base no sólo a la clara
división del trabajo entre el varón sustentador y la
mujer-ama de casa en el seno de la familia nucle-
ar, sino que implica también la existencia de fuer-
tes lazos y responsabilidades para con las diver-
sas generaciones y para con la familia extensa.
De hecho, en los países mediterráneos es común
que las diversas generaciones de una familia con-
vivan en el mismo hogar, que los jóvenes se
emancipen tardíamente, que se pongan en común
los recursos económicos aportados por cada
miembro, que se ayude a los miembros más jóve-
nes a adquirir la casa familiar en propiedad, que
se creen empresas de tipo familiar. Tal protago-
nismo de la familia extensa en la provisión de
bienestar estaría vinculado a la escasez del gasto
social en familias propia de estos países, gasto
menor al del resto de países conservadores.
Como ha señalado Margarita León, “existe una
suerte de círculo vicioso entre un alto nivel de
protección informal no remunerada provista por
las familias y un bajo desarrollo de las políticas
familiares. Una de las consecuencias de la débil o
ausente política familiar podría ser que la gente
se acostumbra a enfrentarse a este tipo de riesgos
de forma individual y privada, y así no reivindica
una acción pública en esos asuntos de una mane-
ra articulada” (2007: 331-332).

No obstante, en los últimos años el tradicio-
nal familiarismo mediterráneo está debilitándose
o, al menos, transformándose (Alberdi, 1999; De
Rose, Racioppi y Zanatta, 2008; Delgado, Meil,
Zamora, 2008; Tobío, 2008). Si bien es cierto
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que las tasas de empleo femenino en los países
mediterráneos se mantienen entre las más bajas
de la Unión Europea (en 2006, la tasa de empleo
femenina fue del 53,2% en España y del 46,3%
en Italia, mientras el promedio de la UE-15 fue
del 58,7%), cabe tener en cuenta que entre las
cohortes de mujeres más jóvenes y formadas las
tasas de empleo se han disparado (en 2005, la
tasa de empleo de las mujeres de 25 a 44 años
fue del 65% en España y del 58,8% en Italia; el
promedio de la UE-15 para esta franja de edad es
del 69,5%). Hay una tendencia a la equiparación
en la incorporación al empleo y, lo que es más, a
diferencia de las mujeres de los regímenes libe-
rales o conservadores, las mediterráneas trabajan
mayoritariamente a tiempo completo (en 2006,
sólo el 23,2% de las mujeres empleadas en Espa-
ña y el 26,5% de las empleadas italianas trabaja-
ba a tiempo parcial; mientras que el porcentaje
se elevaba al 74,7% en los Países Bajos, al
45,6% en Alemania, al 42,6% en Reino Unido y
al 36,5 en la UE-15). Sin embargo, pese a estos
cambios, el gasto social en familia en los países
mediterráneos se ha mantenido por debajo de la
media de los países de la Unión Europea (en
2005, el gasto social en familia/niños como por-
centaje del gasto social total fue del 5,6% en
España y del 4,4% en Italia, mientras el prome-
dio de la UE-15 fue del 8%). Podemos suponer,
pues, que las dificultades de conciliación de la
vida laboral y familiar son especialmente acusa-
das para los hombres y mujeres de los países del
sur de Europa. Por todo ello, las políticas socia-
les de conciliación de la vida laboral y familiar
que se están impulsando en toda la Unión Euro-
pea son especialmente necesarias en estos paí-
ses, a la vez que suponen un reto mayor para sus
familiaristas regímenes de bienestar. Por esta
razón, el objetivo del artículo es evaluar las polí-
ticas de conciliación que se han implementado
en los regímenes mediterráneos, más concreta-
mente, en Italia y España, tomando como crite-
rio su impacto desfamiliarizador. 

3. POLÍTICAS DE CO�CILIACIÓ� 
Y DESFAMILIARIZACIÓ�: LOS 
CASOS DE ITALIA Y ESPAÑA

La introducción del criterio de la “desfami-
liarización” (y otros similares5) en los estudios
dominantes del bienestar ha sido una conquista,
resultado de las sugerentes críticas e innovadoras
aportaciones de las estudiosas feministas del
bienestar. Por ello, resulta sorprendente que los
trabajos sobre las políticas de conciliación de la
vida familiar y laboral renuncien a utilizarlo
como herramienta nexo de unión entre las teorí-
as de los regímenes de bienestar y la evaluación
de las políticas públicas concretas. La mayor
parte de estudios sobre las políticas de concilia-
ción parece asumir implícitamente que toda polí-
tica de conciliación es una política desfamiliari-
zadora, es decir, que toda política de conciliación
reduce la dependencia individual con respecto a
la familia o al cónyuge. Sin embargo, reconocen
que no todos los instrumentos de política públi-
ca a disposición de los gobiernos son igualmen-
te eficaces (Daly, 2002; Fine-Davies, Fagnani,
Giovannini et al., 2004; Fernández Cordón y
Tobío Soler, 2005; Plantenga, Remery, 2005;
León, 2007; Salido y Moreno, 2007; De Villota,
2008), lo que podría equivaler a reconocer que
unos instrumentos reducen más esa dependencia
que otros, esto es, son más desfamiliarizadores.
Es cierto que una política de conciliación puede
ser más o menos desfamiliarizadora, pero tam-
bién puede no serlo en absoluto. Ésta es precisa-
mente mi hipótesis  de trabajo: no toda política
de conciliación es desfamiliarizadora; es más,
incluso puede tener efectos familiarizadores.
Estos efectos dependerán del objetivo político
que guíe la política de conciliación, de los ins-
trumentos elegidos para llevarla a cabo y del
contexto institucional y cultural en el que se
implementa. Como han señalado Lewis y Daly,
“el significado de reformas que parecen muy
similares sobre el papel puede ser muy diferente,
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5 Entre los que cabe destacar las propuestas de las teóricas feministas Ann Orloff y Barbara Hobson. La primera propuso que,
a la hora de evaluar los derechos sociales promovidos por un régimen del bienestar, se tuvieran en cuenta dos criterios comple-
mentarios a la desmercantilización: “el grado en que los Estados garantizan a las mujeres el acceso al empleo y servicios que les
permiten equilibrar hogar y responsabilidades laborales” (1993: 317), y el grado en que este empleo y estos servicios garantizan
a las mujeres “la capacidad para formar y mantener un hogar autónomo” (1993: 319). Barbara Hobson, por su parte, propuso aten-
der a la situación de las “madres solas” (1994). 



debido al contexto en el que aquellas se insertan
y porque la motivación que se esconde tras ellas
es a menudo diferente” (1998: 14).

Contrariamente a lo que podría sugerir el sen-
tido común, una política de conciliación de la
vida laboral y familiar no tiene por qué estar
motivada necesariamente por el objetivo político
de favorecer la igualdad efectiva entre hombres y
mujeres, asegurando el reparto igualitario del tra-
bajo remunerado y del trabajo no remunerado de
cuidados. El objetivo político primordial que ori-
gina una política de conciliación puede bien ser el
aumento de la natalidad, la cobertura de una esca-
sez de mano de obra del mercado de trabajo o el
aumento de la población activa. Es evidente que
estos objetivos no tienen por qué estar reñidos los
unos con los otros: una política de conciliación
pro natalista puede tener como consecuencia late-
ral la disminución de la desigualdad entre los
sexos, pero también puede no tenerla. Los efectos
laterales dependerán, en parte, de las medidas
que se hayan priorizado para la consecución del
objetivo primordial. Siguiendo a Mary Daly
(2002: 255), voy a distinguir cuatro tipos de ins-
trumentos de política pública que pueden utili-
zarse en el diseño de una política de conciliación:
1) los beneficios monetarios o en especie de la
seguridad social y los beneficios fiscales, como
las transferencias monetarias y las subvenciones
fiscales; 2) las provisiones relacionadas con el
empleo, como los permisos remunerados o no
remunerados, las excedencias, la flexibilización o
reducción del tiempo de trabajo; 3) los servicios,
como la asistencia domiciliaria, las escuelas de
educación infantil, los centros de día, las residen-
cias para ancianos; 4) y, por último, los incenti-
vos a la creación de empleo o a la provisión de
cuidados en el mercado, como los “vales”, la
reorganización de las horas de trabajo y los sub-
sidios al sector privado de servicios de cuidados.
La elección por parte de los gobiernos de unos u
otros instrumentos de política pública se basará,
por tanto, en “una concepción distinta de la rela-
ción familia-empleo” y conllevará “una significa-
ción diferente del sentido de la acción pública y
de la igualdad entre hombres y mujeres” (Fer-
nández Cordón y Tobío Soler, 2005: 53). 

En las siguientes páginas, me propongo
valorar las políticas de conciliación de la vida
familiar y laboral que se han llevado a cabo en
Italia y en España en los últimos años, atendien-
do precisamente a los objetivos políticos que las
han guiado, a los instrumentos de política públi-
ca escogidos y a su impacto (o falta de él) des-
familiarizador. 

3.1. “CONCILIACIÓN DE LA VIDA 
LABORAL Y FAMILIAR”: EL MARCO
Y EL IMPULSO EUROPEOS

Como señalé al principio, el término “conci-
liación de la vida laboral y familiar” procede del
campo de la legislación social europea: apareció
por primera vez en el Plan de Acción Social de
la Comunidad Económica Europea de 1974 y,
desde entonces, ha reaparecido tanto en los
diversos programas comunitarios para la igual-
dad de oportunidades entre hombres y mujeres6,
como en la política de empleo comunitaria
(Stratigaki, 2004). Durante los años noventa las
políticas europeas de conciliación se desarrolla-
ron principalmente a través de directivas (dispo-
siciones de obligada transposición a la legisla-
ción de los países miembros), de entre las que
cabe destacar tres: en primer lugar, la relativa a
seguridad de las trabajadoras embarazadas, que
obligaba a los Estados miembros a reconocer un
permiso mínimo de maternidad de catorce
semanas, así como permisos retribuidos en caso
de pruebas médicas o desempeño de un trabajo
en condiciones de riesgo para el embarazo
(92/85/CEE, Consejo Europeo, 1992); en
segundo lugar, la directiva relativa al permiso
parental, que establecía el reconocimiento de
excedencias para el cuidado de niños menores
de ocho años con una duración mínima de tres
meses y con derecho a mantenimiento del pues-
to de trabajo, tanto para hombres como para
mujeres (96/34/CE, Consejo Europeo, 1996);
por último, la directiva relativa al trabajo a tiem-
po parcial, que prohibía las desigualdades de
condiciones y derechos de los empleos a tiempo
parcial con respecto al tiempo completo, y que

Inés Campillo Poza Políticas de conciliación de la vida laboral y familiar en los regímenes de bienestar mediterráneos...

Política y Sociedad, 2010, Vol. 47 Núm. 1: 189-213 197

6 Hasta la actualidad, la UE ha desarrollado cinco programas comunitarios para la igualdad de oportunidades entre hombres
y mujeres: 1982-1985, 1986-1990; 1991-1995; 1996-2000 y 2001-2006.



promovía la creación de empleos a tiempo par-
cial, así como el paso flexible del tiempo com-
pleto a parcial o viceversa (97/81/CE, Consejo
Europeo, 1997). 

No obstante, en los últimos años las políticas
de conciliación han sido trasladadas al primer
plano de la política pública europea gracias a la
Estrategia Europea de Empleo (EEE), puesta en
marcha en 1997 en la cumbre de Luxemburgo.
En efecto, en 1998 las Directrices de la EEE
incluían una línea de acción dirigida a “reforzar
las políticas de igualdad de oportunidades” y,
más específicamente, incorporaban un subapar-
tado denominado “Conciliando el trabajo y la
vida familiar”, en el que se animaba a los Esta-
dos miembros a implementar políticas sobre
tiempo parcial, permisos parentales o servicios
de atención a niños y otros dependientes, “a fin
de apoyar la entrada y la continuidad de mujeres
y hombres en el mercado de trabajo” (European
Commission, 1998)7. Pese a que la línea de
acción dedicada a la igualdad de oportunidades
desapareció en 2003 de las Directrices de la
EEE, la conciliación de la vida laboral y fami-
liar ha continuado siendo una prioridad de la
política de empleo europea, prioridad que ahora
aparece incluida en el pilar denominado “Mejo-
rar la calidad y la productividad del trabajo”
(Council of the European Union, 2003; Council
of the European Union, 2005)8. 

La Estrategia Europea de Empleo no especifi-
ca criterios ni estrategias concretas de actuación,
más bien fija unos objetivos comunes en política
de empleo, recomienda instrumentos de política
pública y proporciona un marco abierto de coope-
ración y evaluación entre los Estados miembros.
En lo que a la igualdad de oportunidades se refie-
re, la EEE ha establecido unos objetivos claros
para el 2010: todos los Estados miembros deberán
alcanzar entonces una tasa de empleo femenino
superior al 60% (European Commission, 2002),
una tasa mínima de cobertura de la atención infan-
til de 0 a 3 años del 33% y una tasa mínima de

cobertura de la atención infantil de 3 a la edad de
escolarización del 90% (European Council, 2002).
Para ello, podrán hacer uso de los instrumentos
recomendados –flexibilidad de la jornada laboral,
permisos, servicios de atención a niños y a perso-
nas dependientes–, pero cada país es libre de prio-
rizar unos instrumentos sobre otros o de decidir los
ritmos, los criterios –público/privado, universali-
dad/selectividad– y las medidas legales concretas
que utilizará para alcanzar tales objetivos. 

3.2. ANTECEDENTES DE LAS 
POLÍTICAS DE CONCILIACIÓN 
EN ITALIA Y ESPAÑA

A pesar del señalado familiarismo de los regí-
menes de bienestar mediterráneos, ni Italia ni
España han partido de cero en sus políticas de
conciliación de la vida laboral y familiar. Previa-
mente a las directivas europeas de los años
noventa, ambos países contaban ya con ciertas
medidas de apoyo a la familia y de promoción
del trabajo asalariado de las mujeres. Sin embar-
go, las características, el alcance y el ritmo de
esas medidas han sido diversos en cada uno de
ellos. La anterior transición a la democracia en
Italia constituye, sin duda, un factor clave para
interpretar las diferencias entre ambos países.
Como subraya Celia Valiente, uno de los funda-
mentos de los regímenes democráticos es su
reconocimiento de la igualdad de todos los ciu-
dadanos ante la ley, reconocimiento que implica
ya al menos un “programa “mínimo” en relación
con las mujeres trabajadoras”, esto es, “la equi-
paración legal” de los trabajadores de uno y otro
sexo (Valiente, 1997: 101). Mientras que, en el
año 1947, la inaugurada Constitución de la
República Italiana establecía que “la mujer tra-
bajadora tendrá los mismos derechos y, a igual-
dad de trabajo, la misma retribución que el tra-
bajador”9, la dictadura franquista se apoyaba en
una legislación claramente conservadora y
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7 Las otras tres líneas de acción de las Directrices de la EEE en 1998 se referían a “Mejorar la Empleabilidad”, “Desarrollar
la empresarialidad” y “Promocionar la adaptabilidad de los negocios y de sus empleados” (European Commission, 1998).

8 Las otras dos líneas de acción u objetivos generales marcados por las Directrices de la EEE en 2003, en 2005 y vigentes en
la actualidad, se refieren al “Pleno Empleo” y a la necesidad de “Reforzar la cohesión y la inclusión sociales”. 

9 Aunque la segunda parte del Artículo 37 reza así: “Las condiciones de trabajo deberán permitir a la mujer el cumplimiento
de su misión familiar esencial y asegurar a la madre y al niño una protección especial adecuada”. 



patriarcal, que relegaba a las mujeres al ámbito
doméstico10. España vivió bajo en el régimen
franquista hasta los últimos años setenta; Italia,
en cambio, desarrolló durante esos años un aba-
nico de medidas de apoyo al trabajo remunerado
de las mujeres (Caielli, 2006). En primer lugar,
la ley de “protección de las trabajadoras madres”
(“Tutela delle lavoratrici madri”, n. 1204, 1971)
estableció un permiso de maternidad obligatorio
de cinco meses (dos antes del parto, tres poste-
riormente) para las empleadas (pagado al 80%
del sueldo11), reconoció interrupciones o reduc-
ciones de jornada para la lactancia, instauró un
permiso opcional, posterior al de maternidad, de
seis meses (pagado al 30% del sueldo) y recono-
ció también el derecho a permisos no retribuidos
para el cuidado, en caso de enfermedad, de niños
menores de tres años12. En segundo lugar, la ley
de “paridad de trato entre hombres y mujeres en
materia de trabajo” (“Parità di trattamento tra
uomini e donne in materia di lavoro”, n. 903,
1977) ratificó la prohibición de cualquier tipo de
discriminación en base al sexo en el mundo del
trabajo y extendió a los padres el permiso opcio-
nal para el cuidado, siempre que las madres
renunciaran a su derecho. 

Por último, se impulsaron varias medidas
legislativas nacionales y regionales que promo-
vían la creación de servicios de atención infan-
til de 0 a 3 y de 3 a 6 años (n. 1044, 1971 y n.
891, 1977) y servicios de atención domiciliaria
para ancianos y personas con discapacidad. En
Italia, como en los países escandinavos, los ser-
vicios sociales son competencia de municipios y
regiones. Sin embargo, a diferencia de esos paí-
ses, los municipios en este país no gozan de
autonomía fiscal ni del respaldo económico del
Estado central, lo que ha limitado la extensión y
eficiencia de los servicios, a la vez que ha favo-

recido las disparidades entre regiones y munici-
pios. No obstante, los servicios de atención
infantil en Italia no se desarrollaron en el marco
de la asistencia social a las familias –como en
Reino Unido o Alemania–, sino que tendieron a
ser definidos en términos de derecho de los
niños a la salud y a la educación. Por un lado,
los servicios de atención a los menores de 0 a 3
años, los asili-nido, fueron enmarcados en la
política socio-asistencial del país, mientras que
los servicios para los niños de 3 a 6 años, las
scuole materne (scuole dell’infanzia desde la
ley educativa de 1991), fueron encuadradas en
la política educativa del país, como en los países
escandinavos y Francia. Por su parte, los servi-
cios de atención domiciliaria para ancianos y
personas con discapacidad se desarrollaron tam-
bién como prestaciones socio-asistenciales. Las
autoridades locales optaron por subcontratar
estos servicios a organizaciones sin ánimo de
lucro, habitualmente relacionadas con la Iglesia
Católica. Pese a ser considerados sobre el papel
un derecho universal, los servicios de atención
domiciliaria han tendido a ser suministrados en
la práctica a través de controles de recursos y
medios de vida (Trifiletti, 1998). Este abanico
de medidas de desarrollo de los servicios de
atención13 fue fruto, por un lado, de las deman-
das de los activos movimientos sociales italia-
nos (obrero y feminista) y, por otro, de unos
gobiernos de “compromiso histórico” –demo-
cristianos, pero apoyados por el Partido Comu-
nista Italiano (PCI)– proclives a hacerse eco de
aquellas demandas (Valiente, 1997; De Rose,
Raccioppi, Zanatta, 2008).

En España, en cambio, la igualdad ante la ley
no fue reconocida hasta la aprobación de la
Constitución democrática de 197814, aunque
hubo que esperar a la década siguiente para pre-
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10 El Fuero del Trabajo, carta magna de la política laboral franquista, establecía que “El Estado... en especial prohibirá el tra-
bajo nocturno de las mujeres y niños, regulará el trabajo a domicilio y libertará a la mujer casada del taller y de la fábrica” (Cit.
en García-Nieto, M. C., 1993).

11 Si bien el sector público y la gran empresa garantizan el salario completo durante el permiso de maternidad. 
12 Con el tiempo, estos derechos se extendieron a las trabajadoras autónomas (1987), a las altas profesionales (1990) y a las

trabajadoras temporales (De Rose, Racioppi, Zanatta, 2008).
13 También en esos años se aprobó una ley de plazos para la interrupción voluntaria del embarazo (“Norma sull’interruzione

volontaria della gravidanza”, n. 194, 1978). 
14 Art. 35.1. “Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u oficio,

a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y las de su familia, sin que en
ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo”.



senciar un desarrollo legislativo similar al italia-
no antes descrito. El Estatuto de los Trabajadores
(Ley 8/1980) y las Medidas para la Reforma de
la Función Pública (Ley 30/1984) reconocieron
a asalariadas y funcionarias el derecho a un per-
miso de maternidad de catorce semanas –pagado
al 100% del sueldo– y a interrupciones o reduc-
ciones de jornada por lactancia, establecieron un
permiso de dos días para los padres en caso de
nacimiento de hijo y recogieron el derecho de
hombres y mujeres a una permiso parental no
pagado –no superior a tres años– para atender al
cuidado de cada hijo. Estas medidas se amplia-
ron pronto, gracias al impulso del Primer Plan de
Acción para la Igualdad de Oportunidades de las
Mujeres (1987-1990) elaborado por el Instituto
de la Mujer15: el permiso de maternidad se alar-
gó a dieciséis semanas –dieciocho para parto
múltiple–, se permitió el permiso parental tam-
bién para el cuidado de hijos adoptivos y se ase-
guró la reserva del puesto de trabajo durante el
primer año de éste (Ley 3/1989). 

Al igual que en Italia, en España los servicios
sociales son competencia de las regiones (Comu-
nidades Autónomas) y los municipios, se enfren-
tan con problemas similares de financiación y se
han caracterizado siempre por su carácter frag-
mentario y subsidiario. De hecho, durante los
años setenta y ochenta, los servicios de atención
a los menores eran servicios asistenciales priva-
dos, bien guarderías privadas de élite, bien guar-
derías cooperativas o guarderías obreras (Gonzá-
lez, 2004). Sin embargo, en 1990 el Partido
Socialista (PSOE) promulgó una nueva ley edu-
cativa, la Ley de Ordenación General del Sistema
Educativo (LOGSE, Ley 1/1990), que integraba
a los menores en el sistema educativo, aunque
con carácter voluntario, tal como ocurría en Ita-
lia, Francia y los países escandinavos. En concre-
to, la educación de los menores se organizó en
dos ciclos de educación infantil: el primero
cubría la etapa de 0 a 3 años y el segundo la de 3
a los 6 años, la edad de escolarización obligato-
ria. Sólo se garantizaba la gratuidad del segundo
ciclo, mientras que se regulaban rigurosamente
las condiciones mínimas de los servicios priva-
dos, mayoritarios en el primer ciclo, y se anima-
ba a las Comunidades Autónomas a desarrollar la

oferta pública de plazas en este ciclo. Por su
parte, los servicios de atención domiciliaria para
ancianos y personas con discapacidad se implan-
taron en España a finales de los años ochenta, en
el marco del Plan Concertado de Prestaciones
Básicas de Servicios Sociales que impulsó el
Ministerio de Asuntos Sociales en colaboración
con las administraciones autonómicas y locales
(Aragón, Cruces, Rocha, 2007). Sin embargo, la
oferta de esos servicios ha sido siempre insufi-
ciente, aunque muy heterogénea dependiendo de
la Comunidad Autónoma. 

En suma, cuando a finales de los noventa la
preocupación europea por la conciliación se
empieza a traducir en directivas de obligada
transposición a los Estados miembros y en la
Estrategia Europea de Empleo, tanto Italia como
España cuentan ya con algunas de las medidas
que esas políticas prevén –permisos de materni-
dad de más de catorce semanas, excedencias
para el cuidado, permisos puntuales, una cober-
tura de educación infantil de 3 a 6 años superior
al 90% (en 1998, esa cobertura es del 95% en
Italia, mientras que en España alcanza el 92%
en 2002). No obstante, a finales de esa década,
ninguno de los dos países cumple todas las dis-
posiciones contempladas por las directivas ni se
acerca a los objetivos de cobertura de atención
infantil de 0 a 3 años y de tasas de actividad
femenina marcados por la EEE.

3.3. POLÍTICAS PÚBLICAS DE 
CONCILIACIÓN DE LA VIDA 
LABORAL Y FAMILIAR EN 
ITALIA Y ESPAÑA 

De esta forma, obligados por las directivas y
disposiciones europeas, los gobiernos italiano y
español comenzarán a sancionar leyes similares
a finales de la década de los noventa. En Italia,
las políticas de conciliación de la vida laboral y
familiar se han convertido en una cuestión de
debate político desde las campañas electorales
de 1994 y 1996, si bien los partidos de centro-
derecha han primado en sus programas las
medidas relacionadas con ayudas monetarias y
reducciones fiscales, mientras que los de centro-
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15 El Instituto de la Mujer, dependiente del Ministerio de Asuntos Sociales, fue creado por el gobierno socialista en 1983.



izquierda han acordado más importancia a los
permisos y al desarrollo de los servicios de aten-
ción infantil (De Rose, Racioppi, Zanatta,
2008). En 1996, “L’Ulivo”, coalición de centro-
izquierda liderada por Romano Prodi, gana las
elecciones con un programa modernizador y
progresista. El periodo de gobierno de esta coa-
lición, de 1996 a 2001, estuvo marcado por
intervenciones varias en el ámbito de la conci-
liación. Así, en 1998 se aumenta la deducción
fiscal por hijo a cargo y en 1999 se introduce
una prestación de maternidad de cinco meses
para mujeres con rentas bajas, así como una
prestación para familias numerosas de rentas
bajas. Aparte de estas medidas, dirigidas más a
paliar la pobreza infantil que a promover la con-
ciliación, el gobierno de “L’Ulivo” aprueba en
2000, a propuesta del Dipartimento per le Pari
Opportunità y siguiendo las recomendaciones
de las directivas europeas, la ley “para el apoyo
de la maternidad y de la paternidad, por el dere-
cho al cuidado y a la formación y para la coor-
dinación de los tiempos de las ciudades” (n. 53,
2000). En primer lugar, esta ley establece el
derecho de las madres a flexibilizar la distribu-
ción de sus cinco meses de permiso de materni-
dad o a disfrutarlos a tiempo parcial, así como el
derecho de padres y madres (de niños menores
de ocho años) a optar por la flexibilización de
sus horarios de trabajo, sea a través del tiempo
parcial vertical, del teletrabajo, de los turnos o
de la jornada continua. En segundo lugar, esta
ley reconoce, por primera vez, el derecho autó-
nomo de los padres al permiso opcional para el
cuidado de niños menores de ocho años: ellos
pueden, como las madres, disfrutar de un permi-
so parental de hasta seis meses, si bien los per-
misos sumados de una pareja no pueden superar
nunca los diez meses de duración –a no ser que

el padre coja tres meses, caso en el que recibe
un mes de regalo-incentivo. En cualquiera de
los casos, este permiso puede disfrutarse tam-
bién a tiempo parcial y los primeros seis meses
son retribuidos al 30% del sueldo. En tercer
lugar, la ley no establece ninguna limitación a la
ausencia de trabajadores o trabajadoras por
motivo de la enfermedad de un hijo menor de
tres años y reconoce a cada progenitor el dere-
cho a cinco días pagados por ese mismo motivo
cuando el niño tiene entre tres y ocho años. Se
prevén también permisos para el cuidado de
familiares (hasta dos años) y permisos puntuales
de tres días en caso de muerte o enfermedad
grave de un familiar. Asimismo, la ley establece
bonificaciones del 100% en las contribuciones
empresariales a la seguridad social, para aque-
llas empresas que sustituyan a sus trabajadores
que se hayan acogido a algún permiso, que
practiquen programas de formación para rein-
sertarlos después del permiso o que fomenten la
flexibilidad horaria. Por último, cabe destacar
que, a diferencia del caso español, la iniciativa
italiana entiende la conciliación de forma más
amplia, no circunscrita únicamente a los tiem-
pos laborales y familiares, de ahí que regule
también la concesión de diversos permisos para
la formación. La conciliación de los  tiempos
aparece ligada al espacio en que ésta se lleva a
cabo, la ciudad, lo local. Por eso esta ley de
conciliación obliga a todas las ciudades de más
de 30.000 habitantes a promover un plan de
coordinación de los tiempos de la ciudad –hora-
rios de los comercios, de los servicios públicos,
de apertura al público de las oficinas locales de
las administraciones públicas–, con el fin de
armonizar las actividades de servicios con el
conjunto de exigencias de las trabajadoras y los
trabajadores16. 
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16 Este enfoque de la conciliación no es sino el reconocimiento legal de unas experiencias que ya se estaban llevando a cabo
en decenas de ciudades italianas. Y es que la reglamentación del tiempo no es un tema nuevo en la reflexión sobre las políticas
sociales en Italia. En realidad, ya a finales de los años ochenta del siglo pasado, las mujeres del PCI presentaron una proposición
de ley de iniciativa popular llamada “Le Donne Cambiano i Tempi” (“Las mujeres cambian el tiempo”). Esta proposición, apo-
yada por colectivos de mujeres y colectivos locales, pretendía humanizar el tiempo de trabajo, los horarios de la ciudad, el ritmo
de la vida. Esta proposición de ley nunca fue aprobada, pero los colectivos que habían trabajado en ella se apoyaron en la ley ita-
liana de autonomía de los gobiernos locales para promover una serie de experiencias que tomaron el nombre de “I tempi della
città” (“Los tiempos de la ciudad”). Estas experiencias se llevaron a cabo en ciudades con una gran tradición democrática y aso-
ciativa y un movimiento fuerte de mujeres. “Los tiempos de las ciudades” eran posibles gracias a un “pacto social” local en el que
estaban representados sindicatos, partidos, grupos de mujeres, asociaciones de consumidores y administración. Quizá por eso las
primeras ciudades en llevar a cabo este tipo de experiencias fueron ciudades del centro y, sobre todo, del norte de Italia: Milán,
Génova, Roma, Bolzano y Venecia (Belloni, 1996).



En mayo de 2001, la “Casa delle libertà”,
coalición de centro-derecha liderada por Silvio
Berlusconi, gana las elecciones. Este gobierno
(2001-2006) pone en marcha medidas limita-
das en el terreno de la conciliación: en primer
lugar, introduce una bonificación de 1.000
euros por nacimiento del segundo o posteriores
hijos para las familias de rentas bajas17; en
segundo lugar, aprueba un plan de financiación
parcial para la creación de asili-nido privados
en los centros de trabajo; por último, la llama-
da ley Biagi de reforma del mercado de traba-
jo (n. 30, 2003) refuerza los incentivos fiscales
y monetarios acordados por la ley “para el
apoyo de la maternidad y paternidad” de 2000
a las empresas que permitan formas de flexibi-
lidad horaria (De Rose, Racioppi, Zanatta,
2008). 

Desde 2006, el panorama de las políticas de
conciliación en Italia apenas se ha modificado,
lo que no es de extrañar dada la inestabilidad de
su escenario político18. 

En España, el gobierno conservador del Par-
tido Popular (PP) aprueba en 1999 la ley de
“conciliación de la vida familiar y laboral de las
personas trabajadoras” (Ley 39/1999), que fun-
damentalmente recoge e integra las normas pre-
viamente existentes, pero dispersas, y las amplia
no sólo temporalmente, sino también con res-
pecto a quién puede disfrutarlas (padres) y con
respecto a quién van dirigidas (no sólo a los
hijos, también ahora a las familiares dependien-
tes en general). Así, la ley amplia, para hombres
y mujeres, los casos en los que es posible una
reducción de jornada con reducción proporcio-
nal de la retribución (hijos prematuros, familia-
res o personas con discapacidad hasta el segun-
do grado de consanguinidad), reconoce el
permiso retribuido de dos días para los casos de
adopción y enfermedad grave de un familiar e
iguala la duración del permiso de maternidad en
caso de adopción o acogimiento. No obstante, la
ley de conciliación también crea nuevos dere-

chos, asociados directamente a las recomenda-
ciones de las directivas 92/85/CEE y 96/34/CE:
por un lado, establece un nuevo permiso retri-
buido para la realización de exámenes prenata-
les y para las técnicas de preparación al parto y
reconoce la suspensión del contrato por riesgo
durante el embarazo; por otro, contempla que el
permiso de maternidad pueda ser disfrutado a
“tiempo parcial” y compartido entre madre y
padre, siempre que ésta decida ceder parte de
sus semanas al padre; por último, la ley recono-
ce el derecho a excedencias también para la
atención a familiares o personas dependientes
(hasta un año). Asimismo, la ley de conciliación
española, como la italiana, establece bonifica-
ciones en las contribuciones a la seguridad
social para aquellas empresas que sustituyan a
los trabajadores que disfruten de algún permiso
para el cuidado.

Por otro lado, el gobierno del PP pone en
marcha un Plan Integral de Apoyo a la Familia
(2001-2004), que se propone promover el igual
acceso de hombres y mujeres al mercado de tra-
bajo y la extensión de los servicios de atención
a la primera infancia, en colaboración con las
Comunidades Autónomas y los municipios. En
el marco de este Plan, se crea una deducción
fiscal para las madres trabajadoras con hijos
menores de tres años (Ley 46/2002). Sin
embargo, la extensión de la oferta de plazas
públicas de educación infantil queda sin cum-
plir, por la falta de presupuesto y por la escasez
de seguimiento y coordinación por parte de las
diferentes administraciones implicadas (CES,
2003: 189). 

Por último, el mismo gobierno aprueba en
2002 la Ley Orgánica de Calidad de la Educa-
ción (LOCE, Ley 10/2002), que retira del siste-
ma educativo el ciclo de 0 a 3 años, que se con-
vierte en un ciclo pre-escolar de carácter
asistencial, sin objetivos ni requisitos mínimos,
salvo los que fije voluntariamente cada Comu-
nidad Autónoma. 
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17 No obstante, estas bonificaciones no estuvieron disponibles ni en 2004 ni en 2005, y sólo se reintrodujeron en 2006  (De
Rose, Racioppi, Zanatta, 2008).

18 “L’Unione”, coalición de centro-izquierda heredera política de “L’Ulivo”, ganó las elecciones en abril de 2006 de forma
muy ajustada y sólo pudo mantenerse en el gobierno hasta 2008, cuando el abandono de l’UDEUR de la coalición forzó la con-
vocatoria de elecciones, que ganaría el “Popolo della libertà”. Desde entonces, la coalición de centro-derecha liderada por Ber-
lusconi gobierna el país.



Posteriormente, en marzo de 2004, se produ-
ce en España un cambio de gobierno. El Partido
Socialista (PSOE) gana las elecciones con un
programa de compromisos en cuanto a la igual-
dad de género y el apoyo a las familias. En este
sentido, el gobierno socialista ha introducido
nuevas medidas legales que amplían las políticas
de conciliación previamente existentes. En pri-
mer lugar, la ley de “Promoción de la Autonomía
Personal y Atención a las personas en situación
de dependencia” (Ley 39/2006) reconoce, en su
exposición de motivos, que el cuidado de las
personas dependientes ha recaído tradicional-
mente en las mujeres, sin embargo, constata que
los actuales cambios en el modelo de familia y la
incorporación masiva de las mujeres al mercado
de trabajo hacen imprescindible el compromiso
público para con el cuidado de aquellas perso-
nas. La ley establece que todas las personas
dependientes –definidas como personas mayores
incapaces de valerse por sí mismas o personas
con discapacidad– tienen derecho a ser atendidas
por los servicios públicos o concertados de aten-
ción y cuidado o, en su defecto, a recibir ciertas
prestaciones económicas para el cuidado, según
su grado de dependencia. Esta ley, que se puso
en marcha a finales de 2007, está aún en proce-
so de implantación, por lo que no es posible
valorar aún su verdadero impacto. No obstante,
su puesta en marcha está presentando varios pro-
blemas: en primer lugar, la descoordinación
entre las administraciones implicadas –Estado
central, Comunidades Autónomas y ayuntamien-
tos– en el intercambio de información y en los
ritmos de aplicación; en segundo lugar, el des-
bordamiento de las previsiones relacionadas con
la población objeto de derecho; por último, la
perversión de la propia ley, cuyo texto prioriza-
ba la inversión en servicios de cuidados y cuya
puesta en práctica está favoreciendo, sin embar-

go, las prestaciones económicas, especialmente
la prestación “para cuidados en el entorno fami-
liar”19. Estos problemas se han traducido en una
demora generalizada tanto en la valoración de
las solicitudes como en el cobro de las prestacio-
nes, y en una inyección suplementaria de fondos
para el correcto desarrollo de la ley20.

En segundo lugar, la ley “para la igualdad
efectiva de mujeres y hombres” (Ley 3/2007),
ley transversal que afecta a diversos terrenos y
políticas públicas, se ha propuesto, entre otras
cosas, fomentar una mayor corresponsabilidad
entre mujeres y hombres en la asunción de las
obligaciones familiares. Para ello, ha regulado la
creación de un permiso exclusivo para los padres
de trece días21, permiso de duración similar a los
permisos de paternidad de Francia y Reino
Unido, pero lejano de los dos meses que recono-
cen las legislaciones de los países nórdicos (Fer-
nández Cordón y Tobío Soler, 2005). Asimismo,
la ley de Igualdad ha conseguido debilitar el vín-
culo entre derecho a la baja de maternidad y des-
empeño laboral, al reducir los días cotizados que
son necesarios para generar el derecho y al crear
un subsidio no contributivo de maternidad de
seis semanas para las mujeres que no cumplen el
periodo mínimo de cotización estipulado. 

Por último, una nueva ley de educación, la
Ley Orgánica de Educación (LOE, Ley 2/2006),
ha reintegrado los servicios de atención a los
menores de 0 a 3 años en el sistema educativo,
pero sin estipular los mínimos y garantías que
estos servicios, ya sean públicos o privados,
deben cumplir. Además, el compromiso español
con los objetivos marcados por la  Estrategia
Europea de Empleo –una tasa mínima de cober-
tura de la educación infantil de 0 a 3 años del
33% y tasa mínima de cobertura de la educación
infantil de 3 a la edad de escolarización del 90%–
ha llevado al gobierno socialista a habilitar una
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19 El texto de la ley calificaba de “excepcional” la ayuda económica “para cuidados en el entorno familiar”. Sin embargo, fren-
te a la escasez de oferta pública de centros y servicios públicos de cuidados, parece estar recurriéndose de forma generalizada a
esta ayuda, lo que tiene implicaciones serias en términos de igualdad de género. Efectivamente, la generalización de esta ayuda
significaría la legitimación y perpetuación de aquello que la ley pretendía combatir: la asunción por parte de las mujeres del tra-
bajo de cuidados y la tradicional división sexual del trabajo en el seno de las familias.

20 En 2009 se destinaron 1.558 millones de euros para impulsar la aplicación de la ley, lo que supone un 80% más que la par-
tida dedicada a este área en 2008 (El País, 30 enero 2009).

21 En su programa electoral de 2008, el PSOE se comprometía a aumentar el permiso de paternidad hasta un mes durante la
legislatura 2008-2012. En este sentido, es importante subrayar que el 18 de junio de 2009 el Congreso de los Diputados aprobó
por unanimidad la proposición de ley, presentada por CIU, para la ampliación a un mes del permiso de paternidad, que entrará en
vigor en enero de 2011. 



partida de 100 millones de euros en los Presu-
puestos de 2008 destinada a crear 50.000 plazas
de guardería –siempre que las Comunidades
Autónomas aporten la misma cifra. No obstante,
estas plazas están lejos de cubrir tanto el com-
promiso electoral del PSOE –que se había com-
prometido a crear 300.000 plazas de guardería–,
como el objetivo del 33% de cobertura marcado
por la EEE22. No obstante, a pesar de la escasez
de plazas públicas en el primer ciclo de educa-
ción infantil, el PSOE ha introducido, meses
antes de las elecciones de marzo de 2008, el lla-
mado “cheque bebé”, una prestación única de
2500 euros por nacimiento o adopción de hijo,
que las madres pueden deducir en su declaración
de la renta o cobrar como prestación no contribu-
tiva de la seguridad social (Ley 35/2007). 

Si la primera legislatura del gobierno socia-
lista de José Luis Rodríguez Zapatero estuvo
marcada por el compromiso con la igualdad de
género, que se tradujo en la variedad de medidas
que se han comentado, su segunda legislatura
está profundamente marcada por la crisis econó-
mica y el desempleo. Parece improbable que, en
este contexto, se desarrollen ampliamente algu-
nas de las promesas realizadas en la anterior
legislatura (construcción de residencias y escue-
las infantiles, etc.) o se pongan en marcha nue-
vas medidas relacionadas con la promoción de
la conciliación de la vida familiar y laboral. 

4. POLÍTICAS DE CO�CILIACIÓ�: 
¿LA DESFAMILIARIZACIÓ� DE LOS 
REGÍME�ES MEDITERRÁ�EOS?

Como apunté más arriba, una política de con-
ciliación puede servirse de las siguientes medidas

de política pública: beneficios fiscales o de la
seguridad social, derechos relacionados con el
empleo, servicios, e incentivos a la creación de
empleo y al desarrollo del sector privado de cui-
dados. La elección de una u otra medida estará
condicionada por el objetivo político que anime
la política de conciliación23. Dada la débil políti-
ca de ayuda a las familias que existía tanto en Ita-
lia como en España antes de que la Unión Euro-
pea asumiera la conciliación de la vida laboral y
familiar como un campo clave de política públi-
ca, no debe extrañarnos que ambos países se
hayan limitado a asumir el enfoque promovido
por aquélla. Este enfoque se ha caracterizado por
subsumir las políticas de conciliación en el marco
más amplio de la política de empleo. De esta
forma, el objetivo político básico de las políticas
de conciliación ha sido el aumento de la pobla-
ción activa a través de una mayor integración
femenina en los mercados de trabajo, objetivo
vinculado, a su vez, con la preocupación por la
sostenibilidad de los sistemas de seguridad social
en una época en la que se ha impuesto la austeri-
dad fiscal. La preferencia italiana y española por
la promoción de derechos relacionados con el
empleo es coherente con aquel objetivo político.
Como hemos visto, la mayor parte de reformas
legales llevadas a cabo en Italia y en España en
los últimos años han consistido en la creación,
ampliación o flexibilización temporal de los per-
misos y excendencias para el cuidado de hijos o
familiares dependientes, y en la flexibilización
del tiempo de trabajo de madres, padres, cuida-
doras y cuidadores. Las bonificaciones de la
seguridad social y los beneficios fiscales que se
han introducido aparecen igualmente vinculados
a una política de fomento del empleo24. Así pues,
las medidas de conciliación priorizadas han
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22 Es más, estas plazas están lejos de cubrir la demanda de servicios existentes, que ha sido estimada en torno a las 350.000 pla-
zas. No obstante, la ex-Ministra de Educación y Política Social, Mercedes Cabrera, presentó en el verano de 2008 el Plan Educa3,
que prevee una inversión de 1.087 millones de euros entre 2008 y 2012 para impulsar la creación de nuevas plazas educativas para
menores de 3 años, plazas que ha cifrado en 300.000 (El País, 30 agosto 2008). Sin embargo, la recesión económica y la diversa
interpretación y puesta en marcha de cada Comunidad Autónoma están amenazando el correcto desarrollo de este Plan.

23 Pongamos un ejemplo. En la exposición de motivos de la Ley 35/2007 aprobada por el gobierno socialista, el “cheque bebé”
es considerado un instrumento más en la promoción de la conciliación de la vida laboral y familiar. Sin embargo, este cheque es
una medida concreta de beneficio fiscal o de la seguridad social, una prestación única para las madres que difícilmente puede faci-
litar la compaginación de empleo y vida familiar a lo largo de los años de crianza. Por ello, esta sonada medida parece responder
más bien al objetivo político de aumentar de natalidad, que al objetivo de integrar a las mujeres en el mercado de trabajo o al obje-
tivo de promover la desfamiliarización de nuestro régimen de bienestar. 

24 El desarrollo sorprendente de la educación infantil de 3 a 6 años, que ofrece actualmente una cobertura prácticamente uni-
versal, es la única medida que parece contravenir el enfoque de conciliación seguido por Italia y España. 



fomentado, sin duda, la mercantilización de las
mujeres de ambos países, como prueba la asom-
brosa evolución de sus tasas de empleo femeni-
nas, que han pasado en España del 38,5% en
1999 al 53,2% en 2006 y, en Italia, del 38,3% al
46,3% en esos mismos años. 

Sin embargo, es dudoso que esta mercantili-
zación sea la prueba inequívoca de la desfami-
liarización de los regímenes de bienestar italia-
no y español. Los informes y estudios sobre la
conciliación de la vida laboral y familiar pare-
cen sobrentender que mercantilización femeni-
na y desfamiliarización son sinónimos. No obs-
tante, la relación entre ambas dimensiones es
más compleja. Tomemos el caso de los hogares
monoparentales como espejo en el que esa rela-
ción se refleja de un modo más puro. Si la des-
familiarización hace referencia al grado en que
la política social o los mercados reducen “la
dependencia del bienestar de los individuos del
parentesco” (Esping-Andersen, 2000: 74),
entonces un régimen más desfamiliarizador será
aquél que facilita que un individuo pueda for-
mar y mantener un núcleo familiar independien-
temente de lazos conyugales o familiares
(Orloff, 1993; Hobson, 1994). Ciertamente, la
mercantilización asegura ciertos recursos eco-
nómicos a los individuos independientemente

de sus lazos familiares o conyugales, por lo que
promueve, en principio, su capacidad para esta-
blecer un núcleo familiar autónomo, es decir, la
desfamiliarización. Sin embargo, el hecho de
que la mercantilización de las mujeres sea habi-
tualmente débil, debido a su sobrerrepresenta-
ción en el trabajo a tiempo parcial o en los con-
tratos temporales, y a sus inferiores salarios,
reduce su capacidad real para formar un hogar
independiente. Asimismo, la mercantilización
merma los recursos temporales a disposición de
los individuos, recursos que también son nece-
sarios para atender las necesidades de cuidados
de un núcleo familiar. Por ello, la diferencia
entre el beneficio económico y el coste tempo-
ral de la participación en el mercado de trabajo
afectará considerablemente la capacidad real de
los individuos –especialmente la de las mujeres,
que son las trabajadoras más precarias y las
principales cuidadoras– para formar un hogar
autónomo. 

De este modo, la mercantilización femenina
implicará desfamiliarización (o capacidad para
crear un núcleo familiar autónomo) sólo cuando
reporte ingresos suficientes para asegurar la
provisión de cuidados familiares a través del
mercado, esto es, la mercantilización femenina
puede garantizar únicamente la desfamiliariza-
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Gráfico 1
Tasa de empleo femenina

N

Fuente: Euroestat.



ción de las mujeres con un sólido estatus laboral
y rentas altas. Por su parte, las mujeres con un
estatus laboral precario y rentas bajas o medias
difícilmente podrán mantener un núcleo fami-
liar independiente sin el apoyo del Estado, ya
sea a través de la provisión de “vales” o subsi-
dios monetarios para la obtención de cuidados
en el mercado, ya sea a través de la provisión de
servicios públicos de atención a niños y depen-
dientes. No obstante, la provisión pública de
servicios de atención es, sin duda, la medida
más desfamiliarizadora y, por tanto, el instru-
mento de conciliación más efectivo: por un
lado, asegura tanto mejores condiciones de
empleo para los cuidadores y las cuidadoras
como unos mínimos de calidad para esos servi-
cios; por otro lado, promueve la igualdad de
género –permitiendo que tanto hombres como
mujeres participen igualmente en el mercado de
trabajo, sin penalizarles económicamente; por
último, vela por la igualdad social –no estable-
ciendo diferencias en el servicio que reciben los
niños o los dependientes, pese a sus diferentes
extracciones sociales (Esping-Andersen, 2000;
Daly, 2002; Fine-Davies, Fagnani, Giovannini
et al., 2004; Fernández Cordón y Tobío Soler,
2005; Naldini, 2006; León, 2007).

El aumento de la participación laboral
femenina en ambos países, más acentuado en
España que en Italia, es ciertamente encomia-
ble; sin embargo, no ha ido acompañado de un
desarrollo similar de los instrumentos de con-
ciliación que promoverían una efectiva y equi-
tativa desfamiliarización de sus regímenes de
bienestar, esto es, la extensión de los servicios
públicos de atención a niños de 0 a 3 años y a
personas dependientes. El enfoque primordial
de las políticas de conciliación italianas y
españolas ha sido un enfoque de política de
empleo, que ha entendido la conciliación prin-
cipalmente en términos de mercantilización y
de derechos desmercantilizadores relaciona-
dos con el cuidado. Las medidas de concilia-
ción primadas en ambos países han sido, como
he señalado más arriba, los permisos y exce-
dencias para el cuidado. Estos permisos y
excendencias reconocen, sin duda, un derecho
básico, el derecho al tiempo para el cuidado;
no obstante, su eficacia como instrumentos de
conciliación depende no sólo de su duración,
sino más bien de su remuneración. En este

sentido, España e Italia garantizan unos per-
misos de maternidad remunerados al 100% y
al 80% respectivamente, a la vez que España
ha introducido recientemente un permiso de
paternidad de 13 días remunerado también al
100%. No obstante, pese a que estos genero-
sos permisos son indispensables para preser-
var el derecho de madres y padres al cuidado
de sus hijos en sus primeros días o meses, tie-
nen poco impacto en las estrategias familiares
de conciliación, principalmente por su limita-
da duración, en comparación con el tiempo
durante el cual los niños precisan de cuidados
constantes. En cambio, ambos países recono-
cen a trabajadores y trabajadoras permisos
parentales y excedencias para el cuidado de
familiares de extensa duración, pero sin remu-
neración en el caso de España y con una remu-
neración muy escasa en el caso de Italia. De
ahí que se hayan convertido en instrumentos,
por un lado, poco usados en las estrategias de
conciliación y, por otro, usados casi totalmen-
te por mujeres (previsiblemente casadas o en
pareja). Para quienes desempeñan un trabajo
mejor remunerado, los costes profesionales de
un permiso parental no remunerado o escasa-
mente remunerado son mayores, por eso son
mayoritariamente las mujeres, cuyos estatus
laboral y salario suelen ser menores que los de
sus maridos o compañeros, las que solicitan
este tipo de permisos. Las mujeres solas que
mantienen un hogar autónomo difícilmente
podrán acogerse a este tipo de permisos. Por
ello, es cuestionable que los permisos parenta-
les y las excendencias para el cuidado, instru-
mento central de conciliación tanto en Italia
como en España, tengan un impacto desfami-
liarizador; más bien, podrían estar reforzando
paradójicamente la división tradicional del
trabajo en el seno de las parejas. 

No obstante, pese a que en ambos países se
hayan primado instrumentos de conciliación
relacionados con el empleo, éstos han ido
acompañados de ciertas medidas desfamiliari-
zadoras, esto es, de cierto esfuerzo inversor y
afán de desarrollo de los servicios de atención a
niños de 0 a 3 años y a dependientes. Si bien
existen a este respecto diferencias destacables
entre España e Italia: mientras que el desarrollo
de esos servicios ha sido sustancial en nuestro
país, en Italia ha sido prácticamente exiguo. En
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el periodo de 1998 a 2005, el gasto social en
familia/niños pasó en España del 2,5% al 5,6%
del gasto social total, lo que supone un incre-
mento del 124%; en Italia, en cambio, ese gasto
pasó del 3,6% al 4,4%, lo que representa un
aumento del 22%. Sin embargo, en 2005 ambos
países mediterráneos se mantenían aún lejos de
la media en gasto familiar de la UE-15, que se
situaba en el 8%.

Estas divergencias entre Italia y España en
el gasto social en familia/hijos encuentran su
traducción lógica en las diferencias que se
aprecian en las tasas de cobertura de sus servi-
cios públicos y privados de educación infantil
de 0 a 3 años. En el periodo 2000-2004, la
extensión de estos servicios fue de nuevo sus-
tancial en España, donde la tasa de cobertura
pasó del 5% al 20,7%, y mínima en Italia,
donde esa tasa aumentó únicamente en 2,5
puntos. No obstante, estos datos ocultan que la
gran extensión de la cobertura de estos servi-
cios en España ha venido motivada fundamen-
talmente por el desarrollo del sector privado,
mayoritario en la educación infantil de 0 a 3
años –alrededor del 57% de la cobertura de
estos servicios es privada (MEC, 2007). En
Italia, en cambio, el sector privado de educa-
ción infantil es más débil (38%), por lo que su

tasa de cobertura hace referencia principal-
mente a la cobertura de los servicios públicos
(Istituto degli Innocenti, 2006). Asimismo, los
datos de cobertura encubren los grandes dese-
quilibrios territoriales que existen en ambos
países. Mientras en 2004 la tasa media de
cobertura de los servicios públicos y privados
de educación infantil de 0 a 3 años era en Ita-
lia del 9,9%, esa tasa alcanzaba el 23,9% en
Emilia-Romagna, el 19,9% en el Veneto, el
15,7% en Toscana, y sólo el 1% en Puglia y el
2% en Calabria (Istituto degli Innocenti,
2006). Del mismo modo, en España la tasa
media de cobertura de esos servicios era del
20,7%; sin embargo, la tasa llegaba al 29,3%
en Cataluña, al 31,1% en País Vasco, al 26,6%
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Gráfico 2
Gasto social en familia/niños, como porcentaje del gasto social total

N

Fuente: Euroestat.

Tabla 1
Tasa de cobertura de los servicios (públicos y
privados) de atención infantil de 0 a 3 años

2000                     2004

España 5 20,7
Italia 7,4 9,9
UE-15 21 23,7

Fuente: OECD (2001 y 2005), Istituto degli Innocenti (2006)



en la Comunidad de Madrid, mientras que en
Andalucía y Canarias era sólo del 2,1% y en
Asturias del 2,5%25.

En lo que respecta a la provisión de servicios
de atención a las personas dependientes, ancia-
nos y personas con discapacidad, las diferencias
entre ambos países son también destacables. Por
un lado, durante el periodo 1998-2005, el gasto
social en invalidez como porcentaje del gasto
social total fue siempre mayor en España –cer-
cana a los valores de la UE-15– que en Italia,

que se mantuvo a una diferencia de 1,4-1,9 pun-
tos de nuestro país. Sin embargo, en el mismo
periodo ese gasto se redujo en España en 0,7
puntos, mientras que en Italia disminuyó sólo
0,4 puntos. Por otro lado, entre 1998 y 2005, el
gasto en servicios de atención a los ancianos
como porcentaje del PIB se mantuvo práctica-
mente estable en Italia, alrededor del 0,1%,
mientras que en España pasó del 0,124% al
0,316%, lo que supone prácticamente el triple
del gasto.  
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Gráfico 3
Gasto social en invalidez, como porcentaje del gasto social total

N

Fuente: Euroestat.

Gráfico 4
Gasto en servicios de atención a los ancianos, como porcentaje del PIB

Fuente: Euroestat.

25 Estimación propia en base a los datos de matriculados en el curso 2003/2004 según el Ministerio de Educación (MEC, 2004)
y a la población de esa edad del Padrón Municipal de 2004 (INE, 2004).



De nuevo, estas divergencias entre Italia y
España en el gasto social en invalidez y en servi-
cios de atención a los ancianos encuentran su tra-
ducción en el contraste que se aprecia en las tasas
de cobertura de sus servicios públicos de atención
domiciliaria para personas dependientes. Mien-
tras que en 2006 la tasa de cobertura de los servi-
cios domiciliarios para ancianos era del 4,09 en
España, en 2005 esa tasa era del 2,27% en Italia.
Paradójicamente, pese al menor gasto social en
invalidez, la atención domiciliaria a las personas
con discapacidad está más desarrollada en Italia,
que presenta una cobertura del 3,58%, que en
España, cuya cobertura es del 0,31%. Es probable
que, en España, la inversión pública en protección
para las personas con discapacidad se reparta en
una miríada de pequeñas ayudas, servicios y cen-
tros, mientras que, en Italia, esa inversión se con-
centre principalmente en la asistencia domicilia-
ria. Seguramente esta preferencia esté motivada
por la doctrina de política anti-encierro en institu-
ciones y de promoción de la autonomía que
impulsara ya en los años setenta el “movimento
antipsichiatria” italiano (Trifiletti, 1998). 

En suma, en los principales indicadores de des-
familiarización que he seleccionado (gasto social
en familia/infancia, en invalidez y en servicios de
atención a ancianos, cobertura de los servicios de
educación infantil de 0 a 3 años y cobertura de los
servicios públicos de atención a los ancianos),
España no sólo puntúa más alto que Italia, sino que

parece estar sufriendo una progresión constante,
mientras Italia permanece prácticamente estanca-
da. Este país despunta únicamente en la cobertura
que ofrecen sus servicios de atención domiciliaria
a personas con discapacidad. No obstante, con res-
pecto a aquellos indicadores, tanto España como
Italia se mantienen por debajo de los valores
medios de la UE-15 y muy por debajo de los valo-
res de los países escandinavos, los regímenes más
desfamiliarizadores, a la vez que los regímenes
con mayores tasas de empleo femenino de Europa.
Y es que, pese a las reformas legislativas de los
últimos años, los recursos dedicados a políticas
sociales desfamiliarizadoras siguen siendo, como
hemos visto, escasos en ambos países y, especial-
mente, en Italia. En los regímenes italiano y espa-
ñol, conciliar significa todavía encontrar arreglos
privados, permanentemente en revisión, frente a
las demandas contradictorias del mundo del traba-
jo y de la esfera familiar. El primero y primordial
de esos arreglos es, sin duda, la postergación de la
maternidad y la disminución del número de hijos,
no en vano las tasas de fecundidad italianas y espa-
ñolas se encuentran entre las menores de Europa.
Tras la maternidad, el principal arreglo en las
estrategias de conciliación de las familias italianas
y españolas es el recurso a la ayuda de familiares,
fundamentalmente las abuelas, pero también a la
ayuda doméstica remunerada (Prati, Lo Conte,
Talucci, 2003; Tobío, 200526). De este modo, las
políticas de conciliación de la vida laboral y fami-

Inés Campillo Poza Políticas de conciliación de la vida laboral y familiar en los regímenes de bienestar mediterráneos...

Política y Sociedad, 2010, Vol. 47 Núm. 1: 189-213 209

26 Estos estudios no son comparables, desafortunadamente. Mientras el italiano se refiere a las trabajadoras madres de niños
de 0 a 3 años, el español hace referencia a las trabajadoras madres de menores de 18 años. De cualquier modo, en ambos las abue-
las aparecen como el recurso fundamental en las estrategias de conciliación de las trabajadoras. En Italia, el 55% de las madres
trabajadoras de niños de 0 a 3 años recurren principalmente a ellas, mientras el 26,7% de las madres trabajadoras (de niños meno-
res de 18 años) lo hace en España. Por otro lado, el 11% de las trabajadoras madres italianas recurre a la ayuda doméstica remu-
nerada, frente al 9,2% de las madres trabajadoras españolas. 

Tabla 2
Cobertura de los Servicios públicos de Atención Domiciliaria para personas dependientes

Personas mayores Personas con discapacidad 
Total usuarios Cobertura % Pobl. > 65 años Total Usuarios Cobertura % Pobl. < 65 años

España 305.973 4,09 4.511 0,31
Italia 259.230 2,27 37.927 3,58

Nota: los datos de cobertura de personas mayores para España se refieren a 2006, mientras que los datos de cobertura
de personas con discapacidad se refieren a 2003; para Italia, todos los datos se refieren a 2005.

Fuente: Elaboración propia, a partir de Istat (2006), MTAS (2005), MTAS (2006).



liar implementadas hasta el momento en Italia y
España parecen estar desconectadas de las necesi-
dades cotidianas básicas de los padres y madres
trabajadoras –más aún de las madres solas–, que

consiguen conciliar gracias a la ayuda imprescin-
dible de su red familiar o a servicios de cuidados
privados, siempre que sus salarios les permitan
pagarlos. 

Inés Campillo Poza Políticas de conciliación de la vida laboral y familiar en los regímenes de bienestar mediterráneos...

210 Política y Sociedad, 2010, Vol. 47 Núm. 1: 189-213

Gráfico 5
Indicadores de desfamiliarización: España, Italia, Países Escandinavos y UE-15 (2005)

N

Fuente: Elaboración propia, a partir de Eurostat (2005, 2006), OECD (2005), Istat (2006), MTAS (2005, 2006).

Gráfico 6
Tasas de fecundidad: España, Italia, Países Escandinavos, UE-15 (2005)

Fuente: Elaboración propia, a partir de Eurostat (2005, 2006), OECD (2005), Istat (2006), MTAS (2005, 2006).



5.  A MODO DE CO�CLUSIÓ�

El objetivo del presente artículo era evaluar
las políticas de conciliación de los regímenes de
bienestar italiano y español, desde el punto de
vista de su potencial desfamiliarizador. Este
objetivo implicaba un presupuesto raramente
explicitado: que las políticas de conciliación no
tienen por qué ser políticas desfamiliarizadoras.
Partiendo de este presupuesto, he expuesto las
distintas medidas de conciliación adoptadas
hasta el momento en Italia y España, a la vez que
he ofrecido una interpretación del enfoque polí-
tico que las ha guiado. Éste ha sido un enfoque
eminentemente de política de empleo, más que
de política de igualdad de oportunidades. De ahí
que ambos países hayan visto crecer considera-
blemente sus tasas de empleo femenino, pero no
hayan conseguido progresar del mismo modo en
los indicadores de desfamiliarización. Sin
embargo, las diferencias entre Italia y España en
cuanto a aquéllos son significativas. Como
hemos visto, en la última década, España ha sido
testigo de un mayor esfuerzo legislativo e inver-
sor en políticas de conciliación, lo que parece
haber promovido una tendencia a la convergen-
cia con los estándares europeos. Italia, en cam-
bio, se ha mantenido estancada, más alejada de
una posible convergencia. Las preguntas que se
abren son las siguientes: ¿qué factores han inter-
venido para que Italia, que en los años setenta
contaba con una legislación y servicios de cuida-
dos más avanzados, haya quedado ahora rezaga-
da con respecto a España?, ¿qué fuerzas han
motivado este cambio social en España?, ¿y cuá-
les lo han frenado en Italia? Desborda los límites
del artículo dar respuesta a estos interrogantes,
que serán abordados en un trabajo posterior. 

Con todo, es preciso subrayar de nuevo que,
pese a la insistencia con la que la clase política y
los medios españoles e italianos se refieren a la

conciliación de la vida laboral y familiar, ningu-
no de los dos países ha implementado políticas
sustanciales a este respecto, es decir, medidas que
garanticen una conciliación desfamiliarizadora.
Las responsabilidades de bienestar asumidas por
el Estado, el mercado y las familias no han sufri-
do transformaciones fundamentales en España y,
menos aún, en Italia. La población activa femeni-
na ha aumentado espectacularmente en ambos
países, pero lo ha hecho en detrimento de las
tasas de fecundidad, del tiempo y la salud de las
abuelas, del poder adquisitivo de los trabajadores
y, sobre todo, las trabajadoras y, en fin, en detri-
mento del bienestar de las personas trabajadoras
y de sus hijos e hijas. Por eso, la desfamiliariza-
ción sigue siendo un reto y no una realidad para
los regímenes de bienestar español e italiano. Y
ésta sólo será posible si las diversas administra-
ciones se comprometen de forma clara a aumen-
tar el gasto público en servicios de atención a la
infancia y a la dependencia, aunque eso signifi-
que un aumento de los impuestos. Como ha seña-
lado acertadamente Vicenç Navarro, “no hay
duda de que las familias van a tener que pagar por
estos servicios de dependencia, puesto que las
mujeres jóvenes no harán lo que sus madres y
abuelas hicieron”, por lo que “el debate político
no debería centrarse sobre si las familias deben
pagar más o no, sino cuánto más y con qué forma
de pago, es decir, si pagarán por estos servicios
como pago directo o pólizas de aseguramiento
privado o pagarán como impuestos” (Navarro,
2006: 90-91). Efectivamente, los gobiernos de
nuestros países se enfrentan actualmente a esta
elección clave entre una modalidad de pago por
estos servicios de cuidados u otra, una elección
que tiene implicaciones evidentes en términos de
promoción de la igualdad de género y de la igual-
dad social y de la que dependerá, sin duda, la
evolución futura de nuestros familiaristas regí-
menes de bienestar mediterráneos.
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